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Resolución 260/2020 

I. ANTECEDENTES 

1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el reclamante solicitó a la 
AGENCIA ESTATAL DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, al amparo de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y Buen Gobierno (en adelante 
LTAIBG1), con fecha 26 de abril de 2020, la siguiente información: 

Listado de todas las entidades que han comunicado a la Agencia Tributaria que han recibido 
donaciones, cuotas o aportaciones deducibles por parte de personas físicas o jurídicas. 

Estos datos son posteriormente comunicados a los contribuyentes, en el caso de las personas 
físicas, mediante los datos fiscales, para que rellenen posteriormente el modelo 100 
incluyendo estas donaciones, cuotas o aportaciones en la casilla correspondiente. 

Solicito estos datos para los ejercicios 2016, 2017 y 2018. 

                                                      

1 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887  

S/REF: 001-042682 

N/REF:  R/0260/2020; 100-003685 

Fecha:    La de la firma  

Reclamante  

Dirección:       

Administración/Organismo: Agencia Estatal de Administración Tributaria 

Información solicitada:  Listado de entidades que perciben donaciones  

Sentido de la resolución: Inadmisión a trámite 
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2. Mediante resolución de 2 de junio de 2020, la AGENCIA ESTATAL DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA, contestó al solicitante lo siguiente: 

Con fecha 26 de abril de 2020, tuvo entrada en la Unidad de Información de la Transparencia 
del Ministerio de Hacienda su solicitud de acceso a la información pública al amparo de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, solicitud que quedó registrada con el número de expediente 001-042682. 

Con fecha 4 de mayo de 2020, la citada solicitud se recibió en la Unidad gestora del derecho 
de acceso a la información pública de la Agencia Tributaria, fecha a partir de la cual empieza a 
contar el plazo de un mes para su resolución, según lo previsto en el artículo 20.1 de la Ley 
19/2013 de 9 de diciembre. 

La disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID 19, suspendió los términos e interrumpió los plazos para la tramitación de los 
procedimientos de las entidades del sector público, reanudándose los mismos el 1 de junio, de 
acuerdo con el artículo 9 del Real Decreto 537/2020, de 20 de mayo, por el que se prorrogó el 
estado de alarma. 

Una vez estudiada su petición, en caso de que usted sea interesado en un procedimiento, le 
informamos que el apartado primero de la Disposición Adicional Primera de la Ley 19/2013, de 
9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno señala que 
“La normativa reguladora del correspondiente procedimiento administrativo será la aplicable 
al acceso por parte de quienes tengan la condición de interesados en un procedimiento 
administrativo en curso a los documentos que se integren en el mismo”. 

En este sentido el artículo 99.4 de la Ley General Tributaria 58/2003, de 17 de diciembre 
establece que “El obligado que sea parte en una actuación o procedimiento tributario podrá 
obtener a su costa copia de los documentos que figuren en el expediente, salvo que afecten a 
intereses de terceros o a la intimidad de otras personas o que así lo disponga la normativa 
vigente. Las copias se facilitarán en el trámite de audiencia o, en defecto de éste, en el de 
alegaciones posterior a la propuesta de resolución.” Y el apartado 5 establece que: “El acceso 
a los registros y documentos que formen  parte de un expediente concluido a la fecha de la 
solicitud y que obren en los archivos administrativos únicamente podrá ser solicitado por el 
obligado tributario que haya sido parte en el procedimiento tributario, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 95 de esta ley.” 

Por su parte, el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e 
inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de 
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aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, establece 
que: Artículo 94. Acceso a archivos y registros administrativos. 

1. Los obligados tributarios que hayan sido parte en el procedimiento podrán acceder a los 
registros y documentos que formen parte de un expediente concluido en los términos y con las 
condiciones establecidos en el artículo 99.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria. 

2. El órgano que tramitó el expediente resolverá sobre la petición de acceso en el plazo 
máximo de un mes. Transcurrido este plazo sin que de forma expresa se responda a la petición 
de acceso, esta podrá entenderse desestimada. 

Si la resolución fuera estimatoria se dejará constancia en el expediente de dicho acceso. 

3. El derecho de acceso llevará consigo el de obtener copia de los documentos cuyo examen 
sea autorizado en los términos previstos en el artículo siguiente. 

4. Cuando los documentos que formen el expediente estén almacenados por medios 
electrónicos, informáticos o telemáticos, se facilitará el acceso al interesado por dichos medios 
siempre que las disponibilidades técnicas lo permitan, de acuerdo con las especificaciones y 
garantías que se determinen y con lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de protección de datos de carácter personal. 

Artículo 95. Obtención de copias. 

1. El obligado tributario podrá obtener a su costa, previa solicitud, copia de los documentos 
que figuren en el expediente, en los términos establecidos en el artículo 99 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, durante la puesta de manifiesto del expediente, 
cuando se realice el acceso a archivos y registros administrativos de expedientes concluidos o 
en cualquier momento en el procedimiento de apremio. Se podrán hacer extractos de los 
justificantes o documentos o utilizar otros métodos que permitan mantener la 
confidencialidad de aquellos datos que no afecten al obligado tributario. 

2. El órgano competente entregará las copias en sus oficinas y recogerá en diligencia la 
relación de los documentos cuya copia se entrega, el número de folios y la recepción por el 
obligado tributario. 

3. Cuando conste la concurrencia de alguna de las circunstancias señaladas en el artículo 99.4 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, se denegará la obtención de copias 
mediante resolución motivada. 
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4. En aquellos casos en los que los documentos que consten en el archivo o expediente 
correspondiente estén almacenados por medios electrónicos, informáticos o telemáticos, las 
copias se facilitarán preferentemente por dichos medios o en los soportes adecuados a tales 
medios, siempre que las disponibilidades técnicas lo permitan. 

Por otro lado, en caso de que usted no sea parte interesada en el procedimiento, se le informa 
que, de acuerdo con lo establecido en el apartado segundo de la Disposición Adicional Primera 
de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno “se regirán por su normativa específica, y por esta Ley con carácter supletorio, 
aquellas materias que tengan previsto un régimen jurídico específico de acceso a la 
información.” 

El acceso a la información en materia tributaria se rige por su normativa específica, la Ley 
General Tributaria 58/2003, de 17 de diciembre, cuyo artículo 95 establece que “los datos, 
informes o antecedentes obtenidos por la Administración tributaria en el desempeño de sus 
funciones tienen carácter reservado y sólo podrán ser utilizados para la efectiva aplicación de 
los tributos o recursos cuya gestión tenga encomendada y para la imposición de las sanciones 
que procedan, sin que puedan ser cedidos o comunicados a terceros, salvo que la cesión tenga 
por objeto:…” Dicho precepto continúa en su exposición con una lista taxativa de los casos en 
que la cesión de datos puede producirse, siempre limitados al ámbito de la colaboración con 
otras Administraciones Públicas, no siendo posible en ningún supuesto la cesión de datos a 
terceros que no tengan esta naturaleza. 

En consecuencia, de acuerdo con lo dispuesto en los apartados primero y segundo de la 
Disposición Adicional Primera de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso 
a la información pública y buen gobierno y en el artículo 99 de la Ley General Tributaria 
58/2003, de 17 de diciembre, se resuelve DENEGAR el acceso a la información solicitada. 

3. Ante esta respuesta, mediante escrito de entrada el 5 de junio de 2020, el interesado 
presentó una reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en base a los 
siguientes argumentos: 

Las disposiciones adicionales por su naturaleza operan como excepciones a lo que establece la 
parte dispositiva de la norma. No cabe interpretar extensivamente la aplicación de esta 
disposición en base a la existencia de legislaciones sectoriales. 

A salvo del contenido de este criterio, la legislación incluida en la Ley 19/2013, por su carácter 
básico, es aplicable a la totalidad de disposiciones que vinculan a los sujetos obligados, 
supletoriamente en caso de regulación específica del derecho de acceso.  
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II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG2, en relación con el artículo 8 
del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno3, la Presidencia de este Organismo es competente para 
resolver las reclamaciones que, con carácter previo a un eventual y potestativo Recurso 
Contencioso-Administrativo, se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  

2. La LTAIBG, en su artículo 124, regula el derecho de todas las personas a acceder a la 
información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como "los 
contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de 
alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones".  

Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en relación a 
información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo que recibe la solicitud, 
bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha obtenido en ejercicio de las 
funciones y competencias que tiene encomendadas. 

3. En este caso, tal y como se ha indicado en los antecedentes de hecho, el solicitante requiere 
información de carácter tributario que afecta a entidades que han comunicado a la Agencia 
Tributaria que han recibido donaciones, cuotas o aportaciones deducibles por parte de 
personas físicas o jurídicas, para los ejercicios 2016, 2017 y 2018 

La Agencia Tributaria alega que existe un procedimiento de acceso específico, contemplado 
en los artículos 94 y 95 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y que, en 
consecuencia, no resulta de aplicación la LTAIBG. 

En este sentido, la Sentencia 145/216, de 28 de octubre de 2016, del Juzgado Central de lo 
Contencioso Administrativo nº 5 de Madrid, en su Fundamento Jurídico Tercero, confirmada 
posteriormente por Sentencia en Apelación de la Audiencia Nacional, de fecha 6 de febrero 
de 2017 (Recurso 71/2016), razona lo siguiente: “La interpretación y aplicación de las normas, 
no debe hacerse con única referencia del precepto o de la norma directamente aplicable, sino 
en relación sistemática, con el conjunto del Ordenamiento Jurídico en la medida en que sea de 

                                                      

2 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a24  
3 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-11410&tn=1&p=20141105#a8  
4 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a12  
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aplicación”. “El derecho de Información, constituye un derecho de elaboración legal, recogido 
en la Constitución, artículo 105 b), pero fuera de la regulación contenida en los artículos 14 al 
30, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 20.1 d) de la Constitución y (…) avanza como su 
límite, inicialmente, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas, por lo que no 
lo consagra como un derecho absoluto”. - “Fijado por tanto, que no se trata de un derecho 
absoluto, y que tiene las preferencias que deba tener frente a la existencia de otros derechos, 
debe tenerse en cuenta que sus límites, siempre deberán ser establecidos por normas con 
rango de Ley ordinaria, por lo menos”.  “La Ley 58/2003 establece un sistema de información 
propio, en sus artículos 93 y 94. Una obligación de información de una serie de personas 
físicas y jurídicas, autoridades y entidades, pero a favor de la Administración Tributaria. (…) 
Por tanto, nos hallamos que existe una regulación específica y vigente, no incompatible con la 
regulación de la Ley de Transparencia, de acceso a la información que obra en la 
Administración Tributaria y que se regirán por su normativa específica, y por esta Ley con 
carácter supletorio”.  

Afirma esta Sentencia que no cabe interpretar el artículo 95 de la Ley 58/2003 General 
Tributaria de acuerdo con lo previsto en la posterior LTAIBG porque la reforma de la anterior 
en 2015 no introdujo cambios en ese sentido, por lo que “debe deducirse que su voluntad 
tácita era mantener su carácter reservado”. 

Conjugando la Disposición Adicional Primera de la LTAIBG con el artículo 95 de la Ley 58/2003 
General Tributaria, así como el criterio sostenido por los Tribunales de Justicia, debe 
concluirse que la información solicitada por el reclamante es de naturaleza tributaria y, por 
ello, sujeta al secreto tributario, que se regula por su propia normativa específica. 

Por tanto, entendemos que, en base a los argumentos señalados, la presente reclamación ha 
de ser inadmitida a trámite. 

III. RESOLUCIÓN 

En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede INADMITIR a trámite la 
reclamación presentada por , con entrada el 5 de junio de 2020, contra la 
resolución de la AGENCIA ESTATAL DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, de fecha 2 de junio de 2020. 
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De acuerdo con el artículo 23, número 15, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación prevista en el artículo 24 de la 
misma tiene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre6, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. 

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer Recurso 
Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa7. 

EL PRESIDENTE DEL CTBG 
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014) 
EL SUBDIRECTOR GENERAL DE 

TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 
 

Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda 

                                                      

5 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a23  
6 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565&p=20151002&tn=1#a112  
7 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1998-16718&tn=1&p=20181206#a9  
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